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PRESENTE-

En atencidn a sus solicitudes de informacion presentadas cl dia 19 de abril del 2026 anic la
Comision Estatal e Garantade Acceso ala Informacion Piblica del Estado de San Luis Potosi, bajo los
folios No. 241230226000087 y 2412302260008, y en cl ambito de competencia de la Secrciria
General de Gobiemo, a través de su Unidad de Transparencia y por conducto de esta Direccion Goneral
de Gobemacin, s emite la siguiento respucsta:

La informacion solicitada scrd proporcionada a l persona titalar de lalicencia correspondieate,
por lo que, en caso de que Usted ostente Ia tiularidad de la icencia, so le solicila prosentarso
ante esa Direceion General de Goberacion, debidamente idontificado, para que lesea entregada
la informacién que solicita.

Finalmente, de conformidad con o dispuesto en el artculo 154 de la Ley de Transparencia y Acceso ala
Informacion Piblica del Estado de San Luis Potosi, en caso de inconformidad con Ia espucsta cmitda. le
asisto el derecho de interponer recurso de revision dentro dol plazo de quince dias hibiles, contados
parti del dia siguiente a aquel en que surta cfectos a notificacion, ya sca por ¢l mismo medio lectrénico
o ante la Comisidn Estaal de Garantia de Acccso a a Informacion Pablica del Estado de San Lus Potosi,
ubicada en Avenida Real de Lomas nimero 1015, piso custro, orre dos, Colonia Lomas Cusria Seceién,
Codigo Postal 78216, San Luis Potosi, S L.P.

Sin mis por ¢l momento queds de Usted como su atenta y segura servidora

ATENTAMENTE

DIRECTORA GENER%L DE GOBERNACION

%2026, ARo del Bicentenario de la Promulgacién de la Constitucidn Poliica del Estado Libre y Soberano de San Lus
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RECURSO DE REVISIÓN 016/2026-2

                                                RECURSO DE REVISIÓN 016/2026-2

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. JOSE GERARDO NAVARRO ALVISO 

         SUJETO OBLIGADO:

SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
      San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión ordinaria de 05 cinco  de junio de 2026 dos mil veintiséis. 
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y

R E S U L T A N D O:

I. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 241230226000087, del 14 catorce de abril de 2026 dos mil veintiséis, a la Secretaria General de Gobierno, recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
: 

“…SOLICITUD:

Solicito, en versión pública y formato electrónico PDF, con certificación o firma electrónica, se informe si

el domicilio ubicado en Avenida Dr. Manuel Nava número 304, colonia Bellas Lomas, San Luis Potosí,

S.L.P., cuenta actualmente con licencia estatal vigente para la venta de bebidas alcohólicas.

En caso afirmativo:

a) Tipo de licencia

b) Número de folio

c) Vigencia

En caso negativo, se solicita manifestación expresa.

Periodo: al momento de la respuesta.

Entrega vía Plataforma Nacional de Transparencia…” sic.
II. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 28 veintiocho de abril de 2026 dos mil veintiséis, sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública
:

“ADJUNTO RESPUESTA” 
III. Interposición del recurso. El 07 siete de mayo de 2026 dos mil veintiséis, a través del Sistema de Comunicación con los Sujetos Obligados de la Plataforma Nacional de Transparencia San Luis Potosí, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión contra la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública mencionada en el punto anterior.

IV. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 07 siete de mayo de 2026 dos mil veintiséis, la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que, por razón de turno, tocó conocer a esta ponencia por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

V. Auto de admisión y trámite. Por proveído de 08 ocho de mayo de 2026 dos mil veintiséis, la unidad de ponencia acordó en los siguientes términos:

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como sujeto obligado a la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
· Se actualizó la hipótesis establecida en la fracción IV, V, VII, X, XII y XIII, del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar-.  

· Se le tuvo al recurrente por señalada dirección electrónica para oír notificaciones.     

Asimismo, se le requirió al sujeto obligado para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones, así como para que el servidor público que comparezca a realizar manifestaciones remitiera copia certificada del nombramiento que lo acreditara como tal.

Finalmente, se le hizo saber al recurrente que en términos del artículo 67 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del estado de San Luis Potosí  se encontraba a salvo su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales. 


VI. Informe sujeto obligado. Por proveído de 25 veinticinco de mayo de 2026 dos mil veintiséis, el ponente del presente asunto tuvo:

· Por recibido el oficio SGG/UT/213/2026, signado por  el Titular  de la Unidad de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del sujeto obligado,  recibido en la oficialía de partes de esta Comisión el 21 veintiuno de mayo de 2026 dos mil veintiséis.
·  Por reconocida la personalidad del sujeto obligado.

· Por señalando domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones.
· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.
Respecto de la parte recurrente, se advirtió que no compareció a formular, manifestaciones, alegatos y/o presentar pruebas que estimara convenientes.


Igualmente, se declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166, 167 y 168 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 28 veintiocho de abril de 2026 dos mil veintiséis, el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los 15 quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 29 veintinueve de abril de 2026 dos mil veintiséis al 22 veintidós de mayo del año en curso. 

· Siendo inhábiles los días 01 uno, 02 dos, 03 tres, 04 cuatro, 05 cinco, 09 nueve, 10 diez, 16 dieciséis y 17 diecisiete de mayo de 2026 dos mil veintiséis, conforme al calendario de actividades de este Organismo.

· Consecuentemente, si el  07 siete de mayo del presente año, el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.

CUARTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama al sujeto obligado en virtud de que la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida  a la secretaría de que se trata como sujeto obligado de acuerdo al registro de la Plataforma Nacional de Transparencia. 

QUINTO. Causales de improcedencia. No se advierte actualización de alguna causal de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia.

SEXTO. Estudio de fondo.
6.1. Agravios. El recurrente expresó como agravio lo siguiente:

“[…]

[…]

[…]

IV. La entrega de información incompleta;

V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado;

VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o

formato distinto al solicitado;

[…]

[…]

X. La falta de trámite a una solicitud;

XI. La negativa a permitir la consulta directa de la información;

XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o

XIII. La orientación a un trámite específico…”
6.1.1 Caso Concreto. Determinar si en el derecho de acceso efectuado en la solicitud de acceso que dio origen al presente recurso, se ajustó a los principios que rigen en materia de transparencia y acceso a la información pública.

6.1.2. Agravio fundado.
Ahora, previo al estudio de fondo y con el objeto de lograr claridad en la controversia planteada y en el tratamiento del tema en estudio, resulta conveniente recordar lo solicitado por el particular:

“…SOLICITUD: Solicito, en versión pública y formato electrónico PDF, con certificación o firma electrónica, se informe si el domicilio ubicado en Avenida Dr. Manuel Nava número 304, colonia Bellas Lomas, San Luis Potosí, S.L.P., cuenta actualmente con licencia estatal vigente para la venta de bebidas alcohólicas.

En caso afirmativo:

a) Tipo de licencia

b) Número de folio

c) Vigencia

En caso negativo, se solicita manifestación expresa.

Periodo: al momento de la respuesta.

Entrega vía Plataforma Nacional de Transparencia…”

Consecuentemente, la Unidad de Transparencia del sujeto obligado notificó los oficios mediante los cuales emitió respuesta, a saber: SGG/UT/173/2026 de 28 de abril de 2026, SGG/DGG/074/2026 de 21 de abril 2026 y SGG/DGG/0745/2026 de 21 de abril 2026, mismos que se pueden visualizar en la propia Plataforma Nacional de Transparencia, empero, únicamente se inserta a continuación el que aquí interesa como sigue:
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En vía de alegatos, por conducto de la unidad de transparencia el sujeto obligado reiteró su respuesta inicial y defendió la legalidad de su actuar.

En esta tesitura, por exhaustividad, es preciso indicar que, en relación con el material documental que obra en el expediente y aquellas constancias obtenidas de la Plataforma Nacional de Transparencia, así como de los demás medios autorizados como correo electrónico, este Órgano Colegiado le otorga valor probatorio en virtud de ser expedidas por el sujeto obligado en ejercicio de sus atribuciones, con fundamento en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en aplicación supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, de conformidad con lo establecido en el artículo 1° de la misma.

Sirve de criterio orientador la tesis aislada de la Segunda Sala de la Suprema Corte de justicia de la Nación, Registro digital: 268431, cuyo rubro es:

“[…] “DOCUMENTOS PUBLICOS, PRUEBA DE.”, DOCUMENTOS PUBLICOS, PRUEBA DE. Si bien es cierto que los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de que aquellos proceden, también lo es que, en caso de estar contradicho su contenido por otras pruebas, su valor queda a la libre apreciación del tribunal, de tal manera que lo hecho constar en un documento público puede ser desvirtuado por otras pruebas que, en concepto, del juzgador, sean plenas para contradecir lo asentado en aquel documento. […]” (sic)

De la anterior, se desprende que los documentos públicos hacen prueba plena de los hechos legalmente afirmados por la autoridad de que aquellos proceden, y su valor queda a la libre apreciación de esta Comisión.

Expuestas las posturas de las partes, previo al análisis de fondo se trae a contexto los siguientes preceptos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí:
“ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.

En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en Formatos Abiertos.

“ARTÍCULO 153. Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.”

De los numerales trascritos, se advierte, en primer término, que la información a la que deberán dar acceso los sujetos obligados es la que se encuentre en sus archivos y la que surja de documentar sus facultades competencias o funciones, privilegiándose como modalidad de entrega la que elija el solicitante.

En segundo término, la obligación de turnar la solicitud de información a todas las unidades administrativas, conforme las competencias y funciones de dichas áreas, a fin de que realicen una búsqueda minuciosa en sus archivos tanto físicos como electrónicos.

Por otra parte, el mismo ordenamiento legal, dispone lo siguiente:

“ARTÍCULO 13. En la generación, publicación y entrega de información se deberá garantizar que

ésta sea accesible, confiable, verificable, veraz, oportuna y atenderá las necesidades del derecho de acceso a la información de toda persona.

“ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio

de sus facultades, competencias o funciones.”
“ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades,

competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos

obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe

motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.”
Así, una vez precisado lo anterior, es importante mencionar que de las constancias que obran en el expediente se advierte que la Secretaria General de Gobierno incumplió con lo previsto en la Ley de Transparencia de Acceso a la Información, toda vez que en su oficio de respuesta limitó al ahora recurrente a presentarse en la Dirección General de Gobernación,  debidamente identificado, para que le fuera entregada la información que solicita, sin embargo, es necesario señalar que la autoridad responsable no realizó un análisis exhaustivo del punto de la litis referente a; si actualiza alguna figura de excepción prevista en el artículo 113
 de La ley en comento.
En congruencia con lo anterior, no puede estimarse que la respuesta otorgada por el sujeto obligado de 21 veintiuno de abril de 2026 dos mil veintiséis, cumpla con el requisito de debida fundamentación y motivación consagra en el artículo 16 constitucional, consiste en que todo acto de autoridad debe contener dentro de sí, los preceptos legales sustantivos y adjetivos en los que se soporte su emisión, y expresar los razonamientos que expliquen por qué se consideró que el caso concreto se ajusta a la hipótesis normativa; todo esto a fin de que el ciudadano esté en posibilidad de conocer con precisión los motivos y razones legales que se tomaron en cuenta para emitir dicho acto de autoridad.

Ahora bien, en relación con el procedimiento que los sujetos obligados deben seguir para declarar la clasificación de la información, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí dispone lo siguiente: 

“Artículo 125. Cuando un documento o expediente contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados a través de sus áreas, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica, fundando y motivando su clasificación, en términos de lo que determine el Sistema Nacional.”
“Artículo 159. En caso de que los sujetos obligados consideren que los documentos o la información deba ser clasificada, se sujetará a lo siguiente:
El Área deberá remitir la solicitud, así como un escrito en el que funde y motive la clasificación al Comité de Transparencia, mismo que deberá resolver para: 

I. Confirmar la clasificación; 
II. Modificar la clasificación y otorgar total o parcialmente el acceso a la información, y 
III. Revocar la clasificación y conceder el acceso a la información. 

El Comité de Transparencia podrá tener acceso a la información que esté en poder del Área correspondiente, de la cual se haya solicitado su clasificación. 

La resolución del Comité de Transparencia será notificada al interesado en el plazo de respuesta a la solicitud que establece el artículo 154 de la presente Ley.” 

De lo anterior, se desprende que: 

a) Cuando los documentos o expedientes contengan partes o secciones confidenciales, los sujetos obligados, a través de sus áreas, deberán elaborar una versión pública en la que testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica, y fundando y motivando su clasificación. 

b) El Comité de Transparencia emitirá una resolución en la que confirme, modifique o revoque dicha clasificación, la cual será notificada al solicitante en un plazo que no podrá exceder el plazo previsto en el artículo 154 de la Ley de la materia. 

En el mismo tenor, debe tenerse en cuenta que en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos encontramos regulado el derecho a la vida privada, entendida como el límite a la intromisión del Estado en el ámbito de la persona, en los artículos 6 y 16, los cuales establecen que: 

“ARTÍCULO 6. 

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases: 
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes. 

“ARTÍCULO 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.” 

De las normas constitucionales transcritas, se desprende que la información que se refiere al ámbito privado de las personas, así como los datos personales, debe estar protegida en los términos y con las excepciones a los principios de tratamiento de datos que por razones de orden público fije la ley, por lo que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales. 
Al respecto, el artículo 3°, fracciones XI y XVII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, dispone:   

“…ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: 

[…]

XI. Datos personales: toda información sobre una persona física identificada o identificable, como lo es la relativa a su origen étnico o racial, características físicas, morales o emocionales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, correo electrónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, afiliación sindical, creencias o convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, información genética, preferencia sexual, y otras análogas que afecten su intimidad. Se considerará identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos, característicos de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social; 

[…]

XVII. Información confidencial. la información en posesión de los sujetos obligados que refiera a datos personales; la que se refiere a los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; así como aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados siempre que tengan el derecho a entregarla con ese carácter; y toda aquella información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentra en posesión de alguno de los entes obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales…”
 “Artículo 138. Se considera información confidencial la que contiene datos personales concernientes a una persona identificada o identificable. 
De conformidad con los artículos en cita, se desprende que por datos personales debe entenderse cualquier información concerniente a una persona física identificada o identificable.

Por otro lado, cabe precisar que este Organismo no pasa inadvertida la manifestación de inconformidad del aquí recurrente que a la letra reza “La solicitud fue clara, concreta y delimitada. No pidió Expediente completo datos personales del titular, documentos privados, domicilio particular, identificación oficial, RFC, CURP, datos bancarios, ni información sensible. Pidió conocer si un establecimiento o domicilio cuenta actualmente con licencia estatal vigente para venta de bebidas alcohólicas y en su caso los datos administrativos mínimos de dicha licencia: folio y vigencia.
 La información solicitada tiene naturaleza pública, porque se refiere a la existencia, tipo, folio y vigencia de una licencia estatal para venta de bebidas alcohólicas, esto es un acto administrativo emitido, autorizad, controlado o resguardado por una autoridad pública. La existencia de una Licencia administrativa para el ejercicio de una actividad regulada no puede tratarse como si fuera un bloque información exclusivamente reservada al titular”. 

Adicionalmente y concatenado con lo anterior, se encuentran los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas que, como también se ha visto son de carácter obligatorio para los sujetos obligados. Así que en lo que aquí interesa dentro de esos lineamientos encontramos lo siguiente:
“Quinto. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en la Ley General, la Ley Federal y leyes estatales, corresponderá a los sujetos obligados, por lo que deberán fundar y motivar debidamente la clasificación de la información ante una solicitud de acceso o al momento en que generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia, observando lo dispuesto en la Ley General y las demás disposiciones aplicables en la materia.”

“Trigésimo octavo. Se considera susceptible de clasificarse como información confidencial: 
I. Los datos personales, entendidos como cualquier información concerniente a una persona física identificada o identificable, en términos de la norma aplicable que, de manera enunciativa más no limitativa, se pueden identificar de acuerdo a las siguientes categorías: 

1. Datos identificativos: El nombre, alias, pseudónimo, domicilio, código postal, teléfono particular, sexo, estado civil, teléfono celular, firma, clave de Registro Federal de Contribuyentes (RFC), Clave Única de Registro de Población (CURP), Clave de Elector, Matrícula del Servicio Militar Nacional, número de pasaporte, lugar y fecha de nacimiento, nacionalidad, edad, fotografía, localidad y sección electoral, y análogos. 

[…]”

“Quincuagésimo sexto. Cuando la elaboración de la versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, genere costos por reproducción por derivar de una solicitud de información o determinación de una autoridad competente, ésta será elaborada hasta que se haya acreditado el pago correspondiente.”
De la citada normativa, se desprende que los referidos lineamientos son de observancia obligatoria para los sujetos obligados
.

Expuesto lo anterior, esta Comisión advierte que la respuesta otorgada por el sujeto obligado se encuentra alejada de los principios del acto administrativo contenidos en las fracciones, I, II y III del artículo 165 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de San Luis Potosí vigente en el cual se precisan entre otros, los requisitos del acto administrativo, a saber:

“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: 

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; 

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. 

Así del precepto legal transcrito, se desprende que para que un acto sea considerado válido debe cumplir con las formalidades de su procedimiento, además de estar adecuadamente fundado y motivado, es decir, citar con precisión el o los preceptos legales aplicables al caso, además de expresar los motivos por los cuales el proceder del Sujeto Obligado encuadra lógica y jurídicamente dentro de la norma (Jurisprudencia con número de registro digital 203143
, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, en la Novena época).

Por tales motivos, el agravio vertido por el particular en el presente recurso resulta fundado.

6.2. Sentido y efectos de la resolución.


Por lo anteriormente expuesto, al haber resultado fundado el agravio, con fundamento en el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia, lo procedente es Modificar la respuesta proporcionada por el sujeto obligado y se ordena que emita otra respuesta en la que:

· Emita una nueva respuesta a través de la que proporcione al solicitante la información requerida en su solicitud de acceso a la información, por lo que para el caso de que contenga información confidencial, es decir, se actualice la figura de excepción prevista en el artículo 113 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de San Luis Potosí, deberá clasificarla conforme al procedimiento previsto en la Ley en comento, a través de su Comité de Transparencia, emitiendo la resolución que a derecho corresponda y elabore la versión pública de la misma.

Lo anterior, en la inteligencia de que, además deberá notificar al peticionario la resolución a través de la cual el Comité de Transparencia confirme la clasificación de la información solicitada.

  
6.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con el artículo 175, última parte, de la Ley de Transparencia el ente obligado deberá estarse a lo siguiente:

· La información debe de entregarse en la modalidad solicitada en la inteligencia de que en virtud de que la recurrente expresó que la modalidad de entrega de la información fuera la electrónica, y toda vez que ya no es posible que la autoridad proporcione la información solicitada mediante la Plataforma Nacional, ésta deberá hacerlo a través del correo electrónico señalado por la particular en el recurso de revisión. 

· El sujeto obligado deberá de cuidar que, si en la documentación peticionada existe alguna figura jurídica de excepción prevista en el artículo 113 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de San Luis Potosí, a deberá de clasificarla y actuar conforme a los procedimientos establecidos en dicha Ley y emitir, a través de su Comité de Transparencia la resolución que en derecho corresponda.

· Se concede al sujeto obligado el plazo de 10 diez días para la entrega de la información.

· De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el sujeto obligado deberá de informar a esta Comisión el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de los 03 tres días siguientes al cumplimiento de la resolución.


6.4. Modalidad de entrega.

Podrá otorgar la información en una modalidad distinta a la solicitada, siempre y cuando funde y motive dicha circunstancia y no se trate de aquella que previenen las obligaciones de transparencia, conforme a los artículos 149 y 165 de la Ley de la materia y demás aplicables.

6.5. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.


Se apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia. 

Por último, se hace de conocimiento del recurrente que, en caso de no estar de acuerdo con los términos de la resolución dictada, podrá impugnar a través del Juicio de Amparo indirecto, que promueva ante el Poder Judicial de la Federación.

Por lo expuesto y fundado, el Pleno de esta Comisión resuelve:

RESOLUTIVOS 

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública MODIFICA el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la parte recurrente por el medio que designó, lo anterior, en cumplimiento al acuerdo CEGAIP 204/2023 emitido por el Pleno de este Organismo en Sesión Extraordinaria de 15 quince de febrero de 2023 dos mil veintitrés.
Así, por mayoría de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrado por el Comisionado José Gerardo Navarro Alviso, Presidente y por la Comisionada Ana Cristina García Nales,  siendo ponente el primero de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución. 

	  COMISIONADO PRESIDENTE

LIC. JOSE GERARDO NAVARRO ALVISO
	     COMISIONADA

          ANA CRISTINA GARCÍA NALES


	SECRETARIA DE PLENO

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA
	
	


ESTA FOJA CORRESPONDE A LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE REVISIÓN 016/2026-2 EMITIDA POR EL PLENO DE LA COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, EN SESIÓN EXTRAORDINARIA DE 05 CINCO DE JUNIO DE 2026 DOS MIL VEINTISÉIS.                                                                                                                                                                                          

MEMH
� Visible a foja 6 de autos.














  



























































� Visible a foja 7 y 8 de autos.


� ARTÍCULO 113. Las figuras jurídicas de excepción al derecho de acceso a la información pública, son las de información reservada, e información confidencial.


� ARTÍCULO 123. Los lineamientos generales que emita el Sistema Nacional en materia de clasificación de la información reservada y confidencial y, para la elaboración de versiones públicas, serán de observancia obligatoria para los sujetos obligados.


� “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.






